
Informe 56/11, de 1 de marzo de 2012. Consulta sobre contratación separada de obras, 
servicios y suministros comunes en inmuebles compartidos de la Seguridad Social.  
 
Clasificación de los contratos. 2.1 Calificación y régimen jurídico de los contratos. Objeto de los 
contratos. Contratos administrativos. 
 
ANTECEDENTES. 
El Director General de la Tesorería General de la Seguridad Social solicita conocer el criterio de 
esta Junta Consultiva de Contratación Administrativa sobre si es posible que se contrate de manera 
conjunta o separada actividades vinculadas a contratos de obras, suministros o de servicios cuando 
en una misma sede existen dependencias o servicios de diferente adscripción orgánica. Expone su 
consulta en el siguiente escrito: 
“La Tesorería General de la Seguridad Social comparte numerosos inmuebles, de su titularidad, tanto con entidades 
propias del Sistema de Seguridad Social como con entidades públicas y privadas ajenas al mismo, En estos inmuebles, 
al margen de las superficies adscritas o cedidas, con gastos independizados para cada uno de los ocupantes, existen 
zonas e instalaciones comunes (accesos, aseos, ascensores, etc,), en las que se han de compartir inexcusablemente los 
servicios, suministros y obras necesarios para su mantenimiento y funcionamiento operativo, gastos que, junto a los de 
los sistemas compartidos de climatización, calefacción y demás servicios y suministros comunes de los inmuebles, no 
resulta posible independizar.  
Ante la especial problemática que, para estos gastos participados de los inmuebles de la Seguridad Social, representa 
la pluralidad de ocupantes de los mismos, se viene trabajado, por acuerdo de las Entidades Gestoras y Servicios 
Comunes del Sistema implicados, en la regulación de un nuevo procedimiento común que permita asegurar su 
financiación y contratación, máxime si tenemos en cuenta la actual situación de restricción presupuestaria por la que 
atraviesan todas la instituciones que los utilizan. Este procedimiento pretende establecer la celebración de acuerdos o 
protocolos de actuación para la determinación de las aportaciones de cada entidad financiadora, comprensivos de 
cláusulas para la agilización de la tramitación de tos expedientes y el pago directo a los proveedores, que eviten la 
repercusión en el Presupuesto de la Seguridad Social de gastos ajenos a la misma. Cláusulas, cuyos contenidos se desea 
ajustar al máximo a los principios de legalidad y eficiencia.  
En concreto en el ámbito de las obras, servicios y suministros comunes objeto de contratación administrativa, se 
plantea establecer, mediante los acuerdos o protocolos de actuación que se determinen al efecto, sistemas de financiación 
alternativos a los expedientes ordinarios cofinanciados con varias contribuciones que se tramitan por un único órgano 
de contratación, al que corresponde adjudicar el contrato con aportaciones públicas de distinta procedencia, en el 
porcentaje que en cada caso corresponda, en virtud de las previsiones del artículo 93.5 de la Ley 30/2007, de 30 de 
octubre, de Contratos del Sector Público. Por ello, en especial cuando se compartan una pluralidad de inmuebles, se 
plantea, establecer fórmulas tales como:  
-Contrataciones anuales alternas por cada una de las instituciones copartícipes de un determinado servicio o 
suministro común.  
-Asunción de todos los contratos de un inmueble por una institución, mientras que la otra entidad con la que lo 
comparte se hace cargo de los contratos de otro inmueble similar, de uso igualmente conjunto, dentro del mismo ámbito 
territorial.  
-Distribución singular y equitativa de las contrataciones de obras, servicios y / o suministros en los espacios 
compartidos de uno o varios inmuebles (por ejemplo: la vigilancia por una entidad, la limpieza por otra entidad, y así 
sucesivamente).  
Las propuestas en estudio, pasan por atender al valor global de los gastos que corresponda a cada institución, en 
función del importe de participación por las superficies globales que ocupe en uno o varios inmuebles compartidos, y se 
consideran la mejor fórmula para facilitar la gestión de los contratos y evitar que las entidades de la Seguridad Social, 
cuando actúen como órgano de contratación, deban responsabilizarse ante el proveedor de retrasos o impagos de parte 
de la financiación que no las corresponda.  
Pues bien, por lo que respecta al ámbito de la cofinanciación de los contratos dentro de la Ley 30/2007, de 30 de 
octubre, de Contratos del Sector Público, el artículo 291.5 señala que: "Excepciona/mente, cuando el contrato resulte 
de interés para varios departamentos ministeriales y, por razones de economía y eficacia, la tramitación del expediente 
deba efectuarse por un único órgano de contratación, los demás departamentos interesados podrán contribuir a su 
financiación, en los términos que se establezcan reglamentariamente y con respeto a la normativa presupuestaria, en la 
forma que se determine en convenios o protocolos de actuación". No se recoge expresamente en este artículo, la 
posibilidad de que varios organismos públicos ylo privados, al margen de los departamentos ministeriales, participen 
en la financiación de un contrato, ni tampoco, la opción de acudir a la tramitación y financiación de contratos en su 



integridad, en función del porcentaje de participación que cada entidad financiadora ostente, hasta completar el 
importe de financiación que tengan asignado.  
Como quiera que esa Junta Consultiva ya dictaminó en su informe 4/97 de 20 de marzo de 1997, en su 
consideración jurídica 5., que: " .... Ia cofinanciacíón de contratos entre Administraciones y Entes públicos no es un 
instrumento que se produzca en el mismo momento de la celebración del contrato sino que derivará de conveníos, 
normas o disposiciones administrativas, los cuales deben jugar un papel importante, al margen y con independencia de 
la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, para determinar la plena disponibilidad y garantía de las 
aportaciones las distintas  
Administraciones y entes públicos que deben cofinanciar el respectivo contrato. ", se podría entender que la existencia 
de un convenio o protocolo de actuación reglamentariamente adoptado, resultaría igualmente válido, aunque no 
obligara inexcusablemente a la cofinanciación contrato a contrato. Convenio o protocolo, donde previamente se 
reflejaría el interés y el compromiso de varios entes de derecho público y privado en contribuir, de una determinada 
manera, en la financiación de los gastos comunes de uno o varios inmuebles compartidos y se recogería, en el mismo, la 
garantía de la contribución, bajo nuevas fórmulas que pasen por la financiación y contratación separada y completa de 
uno o varios contratos comunes.  
No obstante se plantea la duda sí dentro de las previsiones de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos de! 
Sector Público, tienen cabida propuestas de cofinanciación o reparto contractual como las descritas. Por ello de acuerdo 
con las previsiones del artículo 299 de la Ley 30f2007, de Contratos del Sector Público y del artículo 17 del Real 
Decreto 30/1991, de 18 de enero, de Régimen orgánico y funcional de la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa, se traslada la siguiente:  
CONSULTA:  
Cuando en un inmueble de titularidad pública existan una pluralidad de contratos de interés común para varias 
instituciones públicas y l o privadas que compartan su uso, y se prevea la suscripción reglamentaria de acuerdos o 
protocolos de actuación previos que determinen fórmulas de participación en la financiación y asegurar las 
contribuciones, distintas a la fórmula, que consiste en la puesta a disposición del órgano de contratación, contrato a 
contrato, de aportaciones de distinta procedencia, ¿cabría la posibilidad, dentro de la Ley de Contratos del Sector 
Público, de que una institución pública asumiera la financiación completa de un expediente y su tramitación como 
único órgano de contratación, al tiempo que otra institución asumiese la de otro u otros contratos, hasta completar 
cada una de ellas el importe de la financiación que le corresponda?, o ¿dicha actuación colisionaría con lo establecido 
en el artículo 291.5, o con cualquier otro precepto?  
 
CONSIDERACIONES JURIDICAS 
 
1. La cuestión que se plantea se encuentra regulada hoy en el Texto refundido de la Ley de 
Contratos del Sector Público. Por una parte el artículo 22 del Texto refundido expresa que los 
entes, organismos y entidades del sector público no podrán celebrar otros contratos que aquellos 
que sean necesarios para el cumplimiento y realización de sus fines institucionales. A tal efecto, la 
naturaleza y extensión de las necesidades que pretenden cubrirse mediante el contrato proyectado, 
así como la idoneidad de su objeto y contenido para satisfacerlas, deben ser determinadas con 
precisión, dejando constancia de ello en la documentación preparatoria, antes de iniciar el 
procedimiento encaminado a su adjudicación, y continua advirtiendo que velarán por la eficiencia y 
el mantenimiento de los términos acordados en la ejecución de los procesos de contratación 
pública, favorecerán la agilización de trámites, en los términos previstos en la presente Ley. 
Seguidamente el artículo 25 señala que en los contratos rige el principio de la libertad de pactos con 
los límites que cita como son que no pueden ir contra el interés público, el ordenamiento jurídico y 
el principio de buena administración. 
También debemos citar el artículo 109 que se refiere al expediente de contratación del que 
destacaremos el apartado 5 que reza: “Si la financiación del contrato ha de realizarse con 
aportaciones de distinta procedencia, aunque se trate de órganos de una misma Administración 
pública, se tramitará un solo expediente por el órgano de contratación al que corresponda la 
adjudicación del contrato, debiendo acreditarse en aquél la plena disponibilidad de todas las 
aportaciones y determinarse el orden de su abono, con inclusión de una garantía para su 
efectividad”. 
2. Así podemos afirmar que conforme a los preceptos citados y en especial siguiendo el trámite a 
que se refiere el artículo 109, y concurriendo razones de simplificación, como así sucede cuando el 
órgano de contratación aprecia la posibilidad de aplicar medidas en beneficio de la eficiencia y el 



mantenimiento de los términos acordados en la ejecución de los procesos de contratación pública, 
agilizando trámites y procediendo a contratar en un contrato las diversas actividades coincidentes 
de los diversos órganos y organismos que están adscritos a un mismo edificio, estableciéndose por 
vía de convenio cuando los entes que intervengan sean Administración Pública el régimen de las 
fórmulas de participación de todo orden que se estimen oportunas. 
3. En cuanto se refiere a las cuestiones de carácter presupuestario cabe señalar que opinar sobre las 
mismas excede de la competencia de esta Junta Consultiva, que solamente debe resaltar el 
contenido del artículo 109 citado en tanto en cuanto prevé la posibilidad de financiación plural y 
diversificada de los contratos mediante aportaciones externas. 
 
CONCLUSIÓN. 
 
Por lo expuesto la Junta Consultiva de Contratación Administrativa considera que previa la 
justificación de la acción que se propone en cada caso, puede aplicarse el sistema descrito siempre 
que con carácter previo a la aprobación del expediente se haya acreditado la aportación en virtud de 
la cual se financiara la obligación que se contraerá. 


